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 A LA CÁMARA DE REPRESENTANTES DE PUERTO RICO

La Comisión de Gobierno de la Cámara de Representantes de Puerto Rico, previo estudio y consideración del P. de la C. 1041, recomienda la aprobación de esta medida con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que se acompaña. 
ALCANCE DE LA MEDIDA

El Proyecto de la Cámara 1041 propone enmendar el Artículo 24 del Plan de Reorganización Núm. 3-2011, según enmendado, conocido como “Plan de Reorganización de la Administración de Servicios Generales de Puerto Rico de 2011”, a los fines de establecer una política pública de adquisición de bienes y servicios a precios justos y razonables; y para otros fines relacionados. 
ANÁLISIS DE LA MEDIDA

Según se desprende de la Exposición de Motivos del proyecto, el Plan de Reorganización Núm. 3-2011, según enmendado, dispone que la Rama Ejecutiva y aquellas corporaciones públicas y municipios que voluntariamente decidan utilizar los servicios de la Administración de Servicios Generales (ASG), están obligados a adquirir 
sus materiales a través del sistema de compras centralizadas de esta dependencia pública. Ningún bien o servicio no profesional, contratado o negociado por la ASG, puede adquirirse de un proveedor distinto a aquellos que tengan contratos vigentes con la Administración. Igualmente, es necesario utilizar el mecanismo de subasta pública, cuando el monto de la compra exceda los ciento noventa y cinco mil (195,000) dólares.

La medida aquí analizada propone enmendar el Plan de Reorganización Núm. 3-2011, con el fin de alcanzar un sistema de compras con parámetros más claros y eficientes. Estos parámetros buscarán agilidad y eficacia en el proceso de compras que realice la ASG. Además, los nuevos parámetros implementados deberán redundar en un ahorro sustancial al erario.
La presente medida es parte de la filosofía de este Gobierno de establecer mecanismos que nos lleven a alcanzar estabilidad fiscal. El gasto del Gobierno Estatal en la adquisición de bienes y servicios asciende aproximadamente a trescientos millones de dólares ($300,000,000). Alrededor de un 80% del total se atribuye al valor del bien o servicio adquirido; mientras que el restante 20%, que en este caso equivale a sesenta millones de dólares ($60,000,000), se atribuye al costo del Gobierno en realizar los procesos de compras. A su vez, de ese 20% en costos, un 30% se atribuye, por diversas razones, a: (1) intereses adicionales incluidos por el pago tardío de la compra; (2) pobre nivel de competencia entre los suplidores participantes; y (3) la falta de estandarización en los procesos de compras. 
Como parte de la evaluación del P. de la C. 1401, recibimos los memoriales explicativos de la Administración de Servicios Generales (ASG) y la Oficina del Contralor de Puerto Rico (OCPR).
La ASG nos comenta que la agencia fue creada en virtud del Plan de Reorganización Núm. 3-2011, según enmendado, conocido como el “Plan de Reorganización de la Administración de Servicios Generales de 2011”. Añaden que son 
el organismo en la Rama Ejecutiva responsable de implantar la política publica relacionada con las compras de bienes y servicios no profesionales para dicha Rama de Gobierno, así como para los municipios y corporaciones públicas que determinen acogerse a la misma.
Nos indican que, entre otras funciones dispuestas en el Plan, la Administración es la responsable de: proveer los sistemas de información y herramientas necesarios para que la Rama Ejecutiva pueda adquirir bienes y servicios no profesionales de calidad, al menor costo posible; promover eficiencia y economía en los servicios que la Administración presta a la Rama Ejecutiva y a los ciudadanos en general; además, establecer el proceso en que los bienes y servicios no profesionales habrán de comprarse, entregarse y distribuirse.
Continúan exponiendo que la ASG tiene el deber de prescribir la política y el método para que se utilice al máximo la propiedad excedente de los organismos gubernamentales conforme a las disposiciones de ley o reglamentos aplicables. También, que tienen la responsabilidad de publicar en su página electrónica todos los documentos relacionados con los procesos de publicación, celebración y adjudicación de subastas de toda obra pública y adquisición mediante subasta de bienes y servicios de todas las agencias gubernamentales, corporaciones públicas y municipios acogidos, mejor conocido corno Registro Único de Subastas del Gobierno de Puerto Rico (RUL). Añaden que evalúan, bajo criterios objetivos, a todos los licitadores que interesan vincularse contractualmente con el Gobierno mediante una serie de certificaciones y documentos, los cuales les permite cualificar la elegibilidad para licitar. 
En cuanto al proyecto, nos comentan que coinciden sobre la necesidad de reformar los procesos de compras del Gobierno. Opinan que la medida es cónsona a la política de la presente Administración, la cual se encuentra comprometida con recuperar las finanzas del Gobierno. Sobre dicho tema, mencionan que el Gobernador 
ha aprobado varias órdenes Ejecutivas dirigidas a atender la situación fiscal que atraviesa el país. 
A modo de ejemplo, citan la OE-2017-001, en donde se declaró un estado de emergencia fiscal para ordenarle a todas las agencias que tomen las medidas necesarias para reducir sus gastos operacionales, sin afectar los servicios esenciales de salud, seguridad y bienestar que se le proveen a la ciudadanía, y se congelaron los puestos vacantes en el gobierno. Además, mencionan la promulgación de la OE-2017-005, en donde se dispuso para la implementación del método de presupuesto base cero, de aplicación en la confección del presupuesto para el año fiscal 2017-2018.
También citan la aprobación de la Ley Núm. 3-2017, conocida como “Ley para Atender la Crisis Econ6mica, Fiscal y Presupuestaria para Garantizar el Funcionamiento del Gobierno de Puerto Rico”, la cual indican, persigue tomar medidas temporeras de emergencia para lograr que el Gobierno de Puerto Rico siga operando y ofreciendo servicios esenciales a la ciudadanía, así como encaminar al país hacia la ruta del manejo responsable de la deuda y sus obligaciones. Añaden que dicha medida establece prohibiciones sobre la contratación de servicios profesionales; la congelación de los puestos vacantes en el gobierno; una prohibición de crear puestos nuevos; una prohibición en el uso de tarjetas de crédito pagadas con fondos públicos, así como los viajes de funcionarios o empleados y el pago de celulares y servicios tecnológicos; además, que pretende reducir la cuantía de los contratos o servicios profesionales, y  reducir los gastos en compras, entre otros.
La ASG opina que resulta sumamente acertado enmendar el Plan de Reorganización Núm. 3-2011, para que se establezca mediante legislación que la agencia deberá crear una política de precios para los suplidores. Nos comentan que medida incluso incluye las guías que deberán utilizarse para determinar si los precios son justos y razonables. Consideran que dichas guías le brindan a la ASG un norte claro y definido 
para poder determinar qué precios son justos y razonables para la adquisición de bienes y servicios en el Gobierno.
Por último, hacen mención del Artículo 12 de la citada Ley Núm.  3-2017, en donde se ordena a todas las agencias del Gobierno de Puerto Rico a reducir en un cinco por ciento (5%) los gastos de compras para el Año Fiscal 2016-2017. Exponen que la enmienda propuesta en el proyecto, la cual va dirigida a reducir a cien mil dólares ($100,000.00) el monto para las compras mediante subasta pública cumple con los propósitos de dicha disposición. Opinan que es importante que un Gobierno que atraviesa por una crisis económica busque adquirir sus bienes a precios accesibles y razonables, por lo que favorecen la aprobación del Proyecto de la Cámara 1041.
En su ponencia, la OCPR comienza mencionando que mediante la Ley Núm. 181-2016, se enmendó el Plan de Reorganización Núm. 3-2011 para, entre otros propósitos, lograr cierta agilidad y ahorros considerables en el proceso de compras de las agencias de la Rama Ejecutiva. Exponen que en la citada Ley se dispone para que el Administrador de la ASG pueda implementar mediante reglamentación aquellos conceptos de procura que serán de aplicación a los departamentos, agencias e instrumentalidades de la Rama Ejecutiva. 
Por otro lado, nos comentan que en la OCPR están conscientes que en tiempos de crisis fiscal es necesario realizar cambios que constituyan grandes ahorros para el erario y promuevan el uso efectivo y eficiente de los recursos del Gobierno en beneficio del pueblo. Añaden que han sido enfáticos y consistentes en recomendar que en la utilización de los fondos públicos impere una política de austeridad y control, evitando los gastos considerados extravagantes, excesivos e innecesarios.
Exponen que la OCPR, creada por la Ley Núm. 9-1952, según enmendada, tiene el mandato constitucional de fiscalizar las transacciones relacionadas con la propiedad y los fondos públicos, con el propósito de determinar si las mismas se han realizado 
conforme a las leyes, las normas y los reglamentos aplicables. Añaden que la Oficina promueve el uso efectivo y eficiente de los recursos del gobierno en beneficio de la ciudadanía. No obstante, aclaran que la Oficina no define ni promulga política pública alguna. Concluyen señalando que mejorar la fiscalización y la administración de la propiedad y los fondos públicos es un compromiso de todos.
RECOMENDACIONES Y CONCLUSIONES

Con la aprobación del P. de la C. 1041, se enmendaría el Plan de Reorganización de la ASG a los fines de establecer una política de adquisición de bienes y servicios a precios justos y razonables. Específicamente el proyecto dispone que la ASG deberá:

1. Establecer una política de precios para las suplidores.
2. Adquirir bienes y servicios a precios justos y razonables en el mercado.
3. Determinar si el precio es justo y razonable tomando en consideración la competencia en el mercado; información sobre la razonabilidad del precio según catálogo de precios o precio en el mercado; y, mediante un análisis de precio a base de la adquisición de productos similares en el pasado.
4. Evitar la requisición de información que sea impertinente para obtener un análisis de precio justo y razonable.
Es menester de este Cuerpo Legislativo establecer mecanismos que faculten y asistan al gobierno en la obtención de ahorros fiscales. Lo anterior siempre asegurándonos de que no se afecten los servicios esenciales que se le proveen a la ciudadanía. El proyecto aquí evaluado, a nuestro parecer, cumple cabalmente con ambos fines. 
El P. de la C. 1041 contribuirá a reformar los procesos de compras del Gobierno. Esto, mediante el establecimiento de parámetros claros y eficientes que redunden en un ahorro sustancial al erario. Con su aprobación, se implementará un sistema que potenciará el rol negociador de la ASG para maximizar la compra por volumen de bienes en el Gobierno.
POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Gobierno de la Cámara de Representantes de Puerto Rico, previo estudio y consideración del P. de la C. 1041, recomienda la aprobación de esta medida con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que se acompaña. 
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